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Accionante: 
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 UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL DE LAS VÍCTIMAS
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
INCLUSIÓN EN EL REGISTRO ÚNICO DE VICTIMAS / AUSENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. [E]n ningún momento la entidad indica que la tutelante haya faltado a la verdad con sus afirmaciones o por medio de los elementos anexos a la solicitud, como erradamente parece entenderlo la señora MARÍA CENELIA, sino que indicó que del estudio de los mismos no puede concluirse que se trate de un hecho que se encuadre dentro de la competencia de la UARIV. Adicionalmente, en lo atinente a la falta de pronunciamiento respecto del desplazamiento forzado del que también afirma fue víctima la actora, acerca del cual no dio mayores detalles, ni siquiera la fecha en la que el mismo se presentó o en la que hizo la solicitud en ese sentido, como tampoco anexó ningún documento que dé cuenta de esa nueva petición, y en todo caso se trata de una situación que debió ventilar en los recursos que interpuso frente a la resolución referida, ya que esa era la vía idónea para ello. Ahora, debe aclararse a la actora que la investigación de los presuntos responsables del homicidio de su esposo, es un asunto que corresponde a la Fiscalía y a los jueces de la República en caso de que la actuación llegue a la etapa de conocimiento, y no a la UARIV, ya que ello no hace parte de las funciones de esa entidad. Es cierto que la UARIV envió varias comunicaciones a la actora en las que se menciona la importancia para la entidad tanto en la actualización de datos de contacto como del RUV, y en una de ellas específicamente se le indica que es procedente la actualización de su registro, ello en manera alguna puede considerarse como una respuesta positiva frente al reconocimiento como víctima que hasta el momento no se había emitido y tampoco se le había notificado, simplemente se advierte que lo pretendido por la accionada era informarle que había dado trámite a lo solicitado por ella. De igual forma, el que la entidad no se haya pronunciado dentro de este trámite tampoco es un aspecto que dé lugar a pensar que la entidad accedió a su solicitud, puesto que dicho ente ya se pronunció al respecto en forma negativa, mediante acto administrativo que se encuentra en firme.
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                                                              Acta de Aprobación N° 1273
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la ciudadana MARÍA CENELIA GIRALDO DE SILVA, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada contra la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-.

2.- DEMANDA 

Lo narrado en el escrito de tutela por la señora GIRALDO DE SILVA se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) su esposo OCTAVIO LÓPEZ VÁSQUEZ, con quien convivió por más de 40 años, fue asesinado en enero 27 de 2004 en Pereira (Rda.), y en razón de ello presentó solicitud de reparación administrativa en marzo 02 de 2009; (ii) también fue víctima de desplazamiento forzado en esta ciudad, y por tanto se tuvo que trasladar a Montenegro (Q/dio), en donde solicitó la inclusión en el Registro Único de Víctimas-RUV; (iii) esperó por muchos años que la UARIV le brindara las ayudas a las que tiene derecho, y al efecto radicó varios derechos de petición, en respuesta a los cuales la accionada le pidió aportar una serie de documentos para acceder a la indemnización; (iv) en mayo 04 de  2017 le fue notificada la Resolución N° 2017-48467 de abril 25 de 2017, mediante la cual se le negó la inscripción en el RUV en lo concerniente al atentado contra la vida de su consorte, pero no se dijo nada sobre su desplazamiento forzado; (v) contra dicho acto administrativo interpuso los recursos de reposición y en subsidio apelación, los cuales fueron resueltos en forma adversa a sus intereses; (vi) acude a este mecanismo, por cuanto considera que el actuar de la accionada atenta contra sus derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital, integridad personal, vida digna e igualdad, ya que le había dado a entender en sus comunicaciones que se encontraba en el citado registro, y ahora decide excluirla pese a que tiene 72 años y requiere apoyo económico.
Con fundamento en lo anterior, solicita el amparo constitucional de los mismos, y, en consecuencia, se ordene a la UARIV incluirla en el RUV, con ocasión del desplazamiento del que fue víctima, y del hecho en el que perdió la vida su cónyuge.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la accionada, la cual no se pronunció dentro del término concedido.

3.2.- En fallo de octubre 20 de 2017, la a quo negó el amparo invocado al considerar que no existe prueba alguna que permita establecer que la muerte del esposo de la accionante se enmarque dentro de lo establecido en el artículo 3 de la Ley 1448/11, es decir, que tenga relación con el conflicto armado interno, situación ésta que fuera resuelta por la entidad demandada bajo los criterios establecidos para ello, lo que conlleva a determinar que la UARIV con la decisión adoptada no desconoció sus derechos fundamentales.
4.- IMPUGNACIÓN

La actora se mostró inconforme frente a lo resuelto por la falladora de primer nivel, toda vez que en la providencia se hace mención a un señor MAYORGA que presentó una declaración en la Personería Municipal de Pereira en mayo 15 de 2014 por hechos ocurridos en agosto 25 de 1992, persona que no es conocida por ella y por tanto se trata de una situación ajena a su caso.
La Corte Constitucional ha precisado que a la población desplazada no le es exigible el agotamiento de las etapas administrativas; sin embargo, ha hecho uso de las mismas al haber presentado la reclamación administrativa en marzo 02 de 2009 ante Acción Social, y los recursos de reposición y en subsidio apelación frente al acto administrativo en el que se negó su inclusión en el registro. Adicionalmente, la citada Corporación ha determinado que la negación de acceder al RUV constituye vulneración de los derechos fundamentales de la población víctima, y por ello la acción de tutela es el mecanismo más eficaz para garantizar el respeto de los mismos.
La UARIV nunca le informó que no había sido reconocido su derecho a estar incluida en el RUV, e incluso recibió una solicitud expresa de actualización de datos por parte de esa entidad, tal como consta en los anexos de la tutela. Pese a ese reconocimiento tácito de víctima, en mayo 04 se le notificó la Resolución 2017-4846 en el que se decidió no incluirla en el registro con relación al homicidio de su cónyuge, en la cual no se dijo nada sobre el hecho de su desplazamiento.

La Unidad en el referido acto administrativo no prueba cuáles fueron los responsables del homicidio de su esposo, y además de ello guardó silencio en la contestación de la tutela, lo que configura el reconocimiento a lo solicitado por ella.
En un acto administrativo en virtud de la buena fe, en principio deben tenerse como ciertas las declaraciones y pruebas aportadas por el solicitante, y si el funcionario considera que la declaración o prueba falta a la verdad debe demostrar que ello es así; además, las contradicciones en la declaración no son prueba suficiente de que el solicitante falte a la verdad –Sentencia T-832/14-.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto de la sentencia impugnada, en cuanto negó la acción constitucional elevada en contra de la UARIV por parte de la ciudadana MARÍA CENELIA GIRALDO DE SILVA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En el presente caso, la señora GIRALDO DE SILVA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital, integridad personal, vida digna e igualdad, que estima vulnerados por la UARIV al no haber dispuesto su inclusión en el Registro Único de Víctimas a raíz del hecho victimizante de homicidio de su esposo OCTAVIO LÓPEZ VÁSQUEZ, acaecido en enero 27 de 2004 en Pereira (Rda.), y no pronunciarse en lo referente al desplazamiento del cual fue víctima en esta misma ciudad.
De conformidad con los artículos 154 de la Ley 1448 de 2011
 y 17 del Decreto 4800 de 2011
, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV- es la entidad responsable del Registro Único de Víctimas-RUV, el cual reemplazó al Registro Único para la Población Desplazada -RUPD- 
.
El artículo 3° de la Ley 1448 de 2011 reconoce como víctimas, para los efectos de dicho estatuto legal, a las personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño como consecuencia de graves violaciones a los derechos humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. De igual modo, se especifica en el parágrafo 3° de dicha disposición, que la definición de víctimas allí establecida no cobija a quienes fueron afectados por actos de delincuencia común.

Así mismo el referido decreto define al RUV como “una herramienta administrativa que soporta el procedimiento de registro de las víctimas”.
 Además aclara que tal calidad es una situación fáctica que no se encuentra supeditada al reconocimiento oficial a través de la inscripción en el Registro. “Por lo tanto, el registro no confiere la calidad de víctima, pues cumple únicamente el propósito de servir de herramienta técnica para la identificación de la población que ha sufrido un daño en los términos del artículo 3° de la Ley 1448 de 2011 y de sus necesidades”
.

Tal situación es lo que ha llevado a la Alta Corporación Constitucional a señalar que el RUV es: “una herramienta de carácter técnico que no define u otorga la condición de víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas medidas encaminadas a la protección específica, prevalente y diferencial de sus derechos
. Por ende, ha sostenido que la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a la inclusión en el RUV de forma individual o con su núcleo familiar
, en los términos del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011”
.
De la situación fáctica planteada por la ciudadana accionante, se observa que su pretensión está orientada a que se le ordene a la UARIV -pese a que esa entidad ya resolvió lo pertinente mediante las Resoluciones N° 2017-48467 de abril 25 de 2017, y en las que  se pronunció sobre los recursos de reposición y apelación interpuestos contra la misma- su inclusión en el RUV, a la que considera tener derecho con ocasión del homicidio de su cónyuge, y también en virtud del desplazamiento forzado del que fue víctima en esta ciudad. 
En esas condiciones, es claro que el propósito de esta acción es atacar el contenido de la resolución en la que se le negó la inscripción en el registro RUV a la que ella estima es merecedora. Al respecto debe recordarse que la jurisprudencia del máximo órgano en materia constitucional ha determinado que este mecanismo en principio resulta improcedente para controvertir un acto administrativo por cuanto para ello debe acudirse a la jurisdicción contenciosa, a no ser que los medios ordinarios resulten ineficaces o se esté ante la posibilidad de la ocurrencia de un perjuicio irremediable, eventos en los cuales si es viable buscar la protección de los derechos que se estiman vulnerados por intermedio de la acción de tutela
. No obstante, como bien lo resaltó la falladora de primer nivel, la Corte Constitucional en la sentencia T-290/16 cuyos argumentos fueron ratificados en la sentencia T-478/17, señaló que en atención a la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran las personas víctimas del conflicto armado interno, la acción de tutela es el medio adecuado para garantizar el goce efectivo de sus derechos fundamentales que dependan de la inclusión en el RUV. 
Siendo así, era procedente realizar un estudio de fondo sobre la situación fática planteada por la actora, en aras de determinar si en efecto la determinación de la accionada de no incorporarla en el citado registro atenta contra los derechos fundamentales que invoca, o, por el contrario, la misma se encuentra enmarcada dentro de la normativa aplicable a la materia, análisis que se llevó a cabo por la funcionaria de primer nivel, y a consecuencia del cual concluyó que por parte de la UARIV no se incurrió en ninguna irregularidad ya que su actuación se ajustó a los criterios aplicables, y la negativa a la petición de inclusión obedeció a que no existe prueba alguna que permita establecer que la muerte del esposo de la tutelante dentro de lo establecido en el artículo 3 de la Ley 1448/11.
La Sala comparte la argumentación esgrimida por la falladora de primer nivel, ya que del estudio de la documentación aportada a este asunto se advierte que la UARIV por intermedio de la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información expidió la Resolución 2017-48467 de abril 25 de 2017, en la que dispuso no incluir a la señora MARÍA CECILIA GIRALDO DE SILVA en el RUV, por cuanto no reconoció el homicidio de su esposo como un hecho victimizante enmarcado dentro del conflicto interno armado, decisión frente a la cual la tutelante interpuso de reposición y en subsidio apelación, y los mismos fueron resueltos en forma desfavorable a los intereses de la actora.
Se advierte que la entidad hizo una fundamentación y análisis adecuado del caso, en el que tuvo en consideración los elementos técnicos –documentos aportados como prueba por la solicitante, de contexto –consistente en informes especializados en la materia que permitan determinar si para el momento de ocurrencia de los hechos había conflicto interno en la zona o influencia de otros factores de violencia-, y jurídicos -estudios de las declaraciones en armonía con la normativa y jurisprudencia nacional e internacional relacionada con la justicia transicional, el Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos-, y luego de ello consideró que en el caso de la actora no se encuentran reunidos los parámetros para considerar el hecho victimizante referido por ella como un suceso acaecido con ocasión del conflicto armado, ya que si bien pudo determinarse la situación de violencia que para esa época se presentada en la ciudad de Pereira con ocasión de pluralidad de actores armados, no logró demostrarse con los elementos de prueba allegados que la situación pueda enmarcarse como objeto de protección en el marco de la justifica transicional.
La accionante dentro de sus afirmaciones no precisa cuáles son las razones por las cuales en su criterio la determinación de la UARIV no se ajusta a la legalidad, y por qué se hizo una valoración inadecuada de los medios probatorios allegados por ella. Y valga decir que en ningún momento la entidad indica que la tutelante haya faltado a la verdad con sus afirmaciones o por medio de los elementos anexos a la solicitud, como erradamente parece entenderlo la señora MARÍA CENELIA, sino que indicó que del estudio de los mismos no puede concluirse que se trate de un hecho que se encuadre dentro de la competencia de la UARIV. 

Adicionalmente, en lo atinente a la falta de pronunciamiento respecto del desplazamiento forzado del que también afirma fue víctima la actora, acerca del cual no dio mayores detalles, ni siquiera la fecha en la que el mismo se presentó o en la que hizo la solicitud en ese sentido, como tampoco anexó ningún documento que dé cuenta de esa nueva petición, y en todo caso se trata de una situación que debió ventilar en los recursos que interpuso frente a la resolución referida, ya que esa era la vía idónea para ello.

Ahora, debe aclararse a la actora que la investigación de los presuntos responsables del homicidio de su esposo, es un asunto que corresponde a la Fiscalía y a los jueces de la República en caso de que la actuación llegue a la etapa de conocimiento, y no a la UARIV, ya que ello no hace parte de las funciones de esa entidad.
Es cierto que la UARIV envió varias comunicaciones a la actora en las que se menciona la importancia para la entidad tanto en la actualización de datos de contacto como del RUV, y en una de ellas específicamente se le indica que es procedente la actualización de su registro, ello en manera alguna puede considerarse como una respuesta positiva frente al reconocimiento como víctima que hasta el momento no se había emitido y tampoco se le había notificado, simplemente se advierte que lo pretendido por la accionada era informarle que había dado trámite a lo solicitado por ella. De igual forma, el que la entidad no se haya pronunciado dentro de este trámite tampoco es un aspecto que dé lugar a pensar que la entidad accedió a su solicitud, puesto que dicho ente ya se pronunció al respecto en forma negativa, mediante acto administrativo que se encuentra en firme.
Ahora, en lo tocante a que en un aparte de las consideraciones de la providencia, que debe aclararse no hace parte del análisis del caso concreto, se haga mención del nombre de otra persona y de la fecha en la que ésta hizo la solicitud de inclusión en el RUV, es evidente que se trata de un error involuntario del despacho que resulta ser irrelevante por cuanto no tuvo incidencia  al momento de efectuar el estudio de fondo de la situación fáctica planteada por la tutelante, y lo resuelto sobre la misma.
Así las cosas y al considerar que la sentencia emitida por la funcionaria de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en octubre 20 de 2017 dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ley 1448 de 2011. “Artículo 154. Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, será la responsable del funcionamiento del Registro Único de Víctimas. Este Registro se soportará en el Registro Único de Población Desplazada que actualmente maneja la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para la atención a la población en situación de desplazamiento, y que será trasladado a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dentro de un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente Ley”.


� Decreto 4800 de 2011. “Artículo 17. Entidad responsable del manejo del Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas será la encargada de la administración, operación y funcionamiento del Registro Único de Víctimas.”


� En este sentido, la Corte Constitucional ha indicado que las reglas jurisprudenciales aplicables al Registro Único de Población Desplazada (RUPD) son trasladables a la inscripción en el Registro Único de Víctimas (RUV) (sentencia T-067 de 2013. M.P. Alexei Julio Estrada).


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


�  Sentencia T-004 de 2014. (M.P. Mauricio González Cuervo). En esta decisión, la Corte señaló que la inscripción en el Registro Único de Víctimas “es un requisito meramente declarativo y no constitutivo de la condición de víctima, en donde, a través de un trámite de carácter administrativo, se declara la condición de desplazado, a efectos de que las víctimas de este delito puedan acceder a los beneficios legales y a los diferentes mecanismos de protección de derechos, con carácter específico, prevalente y diferencial, para dicha población.” Igualmente, véase, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). 


�  Ver, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva).


� Sentencia T-163 de 2017.


� Sentencia T-338/10





Página 1 de 9

